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El pasado 20 de diciembre, en las elecciones generales, la ciudadanía habló. Y 

expresó con claridad cuál era su voluntad. Quiso que hubiera un Parlamento 

fuertemente plural y sin mayorías para formar gobierno, y la ciudadanía apostó 

claramente por acuerdos entre las diferentes fuerzas políticas para conseguirlo. 

Ese día la ciudadanía pidió a sus representantes que dialogaran para gobernar 

este país, hartos de los cuatro años pasados. Cuatro años de mayoría absoluta 

del Partido Popular en los que el Gobierno, que había obtenido el mayor apoyo 

en número de votos, consideró equivocadamente que podía gobernar a su 

antojo sin dialogar ni atender, no sólo al resto de fuerzas políticas, sino a los 

propios ciudadanos y, en muchas ocasiones, a las demás instituciones del 

Estado. 

Los resultados electorales también demostraron que la ciudadanía quería un 

cambio de gobierno y un cambio de políticas. Porque con las que hemos tenido 

en la pasada legislatura se han debilitado, cuando no suprimido, derechos 

básicos, se han revertido conquistas sociales, se ha incrementado la 

desigualdad y la pobreza, se han deteriorado las condiciones de vida de 

trabajadores y autónomos y se ha recortado el gasto público, precisamente en 

la parte destinada a asegurar la igualdad de oportunidades y atender a las 

situaciones de necesidad de las personas más vulnerables. 

No es extraño, por tanto, que haya aumentado como nunca la desconfianza de 

la ciudadanía en las instituciones y en sus representantes, a los que veían cada 

día más alejados de sus problemas. Una desconfianza que se convertía en 

indignación a la vista de inaceptables episodios de corrupción. 

Los partidos que representaban el cambio respecto del Gobierno anterior 

obtuvieron una representación parlamentaria capaz de construir una mayoría 

distinta mediante ese diálogo que los ciudadanos nos reclaman.  

El PSOE, una vez producida la renuncia de Rajoy a asumir su responsabilidad, 

se puso al frente para responder a esta doble voluntad popular 

mayoritariamente expresada en las urnas. Cambiar las políticas y cambiar las 

actitudes de los políticos. 
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Por eso, desde que nuestro Secretario General, Pedro Sánchez, recibió el 2 de 

febrero el encargo de intentar la investidura como Presidente, hemos hablado 

con todas las formaciones políticas que aceptaron trabajar para hacer posible 

un Gobierno progresista y reformista dentro del marco constitucional. 

Desde el día siguiente a recibir el encargo, nuestro candidato inició una serie 

de encuentros con los líderes de esas formaciones. Entre los días 3 y 6 de 

febrero se reunió con los dirigentes de Coalición Canaria, Nueva Canarias, 

Izquierda Unida-Unidad Popular, Compromís, EAJ-PNV, Ciudadanos y 

Podemos. También mantuvo reuniones con los interlocutores sociales y 

representantes de sectores estratégicos. 

De hecho, buena parte de las medidas comprendidas en el presente 

documento ya han sido objeto de discusión y puesta en común en las 

diferentes mesas de trabajo realizadas entre el PSOE y Compromís en las 

últimas semanas. 

Y el lunes 8 de febrero hizo público y remitió a los grupos parlamentarios un 

Programa para un Gobierno progresista y reformista, que ha servido de base 

para dialogar con los diferentes equipos negociadores designados por sus 

formaciones en numerosas jornadas, en las que, desde un principio, se 

constató que no existían obstáculos insuperables para llegar a acuerdos con 

todas ellas. Ha sido, por lo tanto, casi un mes intenso de negociaciones con 

otros partidos a los que agradecemos también su disposición, su capacidad de 

diálogo y su trabajo. 

Hasta ahora, el fruto de este proceso ha sido el Acuerdo para un Gobierno 

reformista y de progreso firmado por el PSOE con Ciudadanos. Un Acuerdo 

que contempla la recuperación de derechos debilitados y suprimidos por el 

Gobierno de Rajoy y la consolidación del Estado de Bienestar. Un Acuerdo 

que, precisamente por serlo, no recoge todas las propuestas del programa 

electoral del PSOE. Pero que tampoco impide a este partido seguir negociando 

para conseguir la mayoría parlamentaria que haga posible un nuevo Gobierno. 

Los firmantes somos conscientes de que, para que dé lugar a un Gobierno de 

cambio, tiene que ser complementado con otros en los que participen los 

demás partidos progresistas y de izquierda, y el Acuerdo firmado está 
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concebido para que esto sea posible. Y el PSOE y Pedro Sánchez 

comprometidos para lograrlo. 

Estamos, por tanto, ante una oportunidad única. Una oportunidad para 

restablecer los derechos y libertades quebrantados por las decisiones políticas 

del gobierno anterior. Para restaurar el modelo de convivencia de una sociedad 

diversa y unida en un proyecto común de progreso. Para hacer más 

participativo y democrático nuestro sistema político, económico y social, 

cultural. Para recuperar la confianza de la ciudadanía en las instituciones 

democráticas que la representan. Para generar nuevas oportunidades de futuro 

sin que nadie quede excluido. Para que sea prioritaria la lucha contra la 

pobreza, la desigualdad y la exclusión social. 

Tenemos una oportunidad y no podemos desaprovecharla. Por eso, el PSOE 

ofrece una vez más una propuesta a las demás formaciones políticas 

progresistas y de izquierda para que el cambio sea posible. Para que a partir 

del día 5, entre todos, hagamos posible decretar el fin de los recortes sociales y 

la recuperación del Estado de Bienestar. Para resolver la situación de la 

ciudadanía con problemas de carencias materiales severas, reducir las 

desigualdades, crear empleo digno y con derechos, e impulsar medidas contra 

la corrupción y a favor de la transparencia en las instituciones. 

Para instaurar un Ingreso Mínimo Vital para las más de 700.000 familias que 

carecen de todo ingreso económico. 

Para combatir los desahucios de personas y familias en situación de 

vulnerabilidad y aprobar una Ley contra la pobreza energética. 

Para devolver la tarjeta sanitaria a todos aquellos que la perdieron como 

consecuencia de las leyes del PP. 

Para suprimir los copagos impuestos en la pasada legislatura que suponen una 

barrera de acceso a los tratamientos médicos y a las prestaciones de 

dependencia. 

Para derogar la LOMCE, detener su implantación y aprobar una nueva ley 

educativa consensuada con la comunidad educativa. 
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Para recuperar las becas como derechos reconocidos en función del 

cumplimiento de requisitos económicos y no de disponibilidades 

presupuestarias coyunturales. 

Para universalizar la oferta pública de Escuelas Infantiles, extendiendo 

progresivamente la red de centros. 

Para garantizar, mediante la reforma constitucional, que la estabilidad social 

prevista en el artículo 135 de la Constitución justifique el establecimiento de un 

suelo social presupuestario. 

Para recuperar los principios que inspiraron y los derechos previstos en la Ley 

de Dependencia. 

Para incrementar de forma progresiva las pensiones no contributivas en aras a 

su confluencia con el salario mínimo interprofesional. 

Para impulsar un Plan de choque por el Empleo y la inserción laboral, que 

contemple medidas específicas para los parados mayores de 45 años, el 

desempleo juvenil y el de larga duración. 

Para aprobar un nuevo Estatuto de los Trabajadores que recupere los derechos 

laborales. 

Para establecer un nuevo sistema de cotización a la Seguridad Social para los 

autónomos, en función de sus ingresos reales. 

Para elaborar una nueva ley de segunda oportunidad que permita acogerse a 

los autónomos y a quienes se encuentren en situación de insolvencia. 

Para llevar a cabo una auditoría sobre los costes de la tarifa eléctrica. 

Para el cierre de las centrales nucleares según vayan cumpliendo los 40 años 

de vida útil. 

Para que la política industrial garantice la defensa de sectores estratégicos, 

fundamentales en la generación de empleo directo e indirecto. 
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Para promover el desarrollo del medio rural en un marco estable y viable, con 

programas específicos de fomento de actividades económicas sostenibles y 

creación de empleo. 

Para atender de forma específica a los sectores que son fundamentales en el 

conjunto del Estado o en determinados territorios por su contribución a la 

economía y a la sostenibilidad medioambiental. 

Para recuperar la protección del dominio público marítimo terrestre de la Ley de 

Costas y revisar las decisiones adoptadas por el Gobierno del Partido Popular. 

Para impulsar medidas de apoyo a nuestra flota pesquera y específicamente al 

segmento más frágil, pero de gran calado social, como es la flota artesanal. 

Para impulsar la inversión pública en I+D+i civil y recuperar como objetivo 

estratégico el consenso europeo del 3% del PIB. 

Para recuperar todo el talento que ha salido de España en los últimos años en 

forma de emigración a otros países. 

Para que, mediante la reforma de la financiación autonómica y local, las 

Administraciones Públicas que prestan servicios públicos esenciales, como la 

Sanidad, la Educación y servicios sociales tengan suficiencia financiera. 

Para solucionar los problemas financieros específicos de algunas 

Comunidades Autónomas como consecuencia de la infrafinanciación que 

reciben del sistema. 

Para que se cumplan los compromisos presupuestarios del Estado con las 

demás Administraciones territoriales. 

Para que los Ayuntamientos puedan seguir prestando servicios sociales a sus 

vecinos derogando la última Reforma del Régimen Local. 

Para garantizar mediante nuevas medidas legales la igualdad salarial entre 

mujeres y hombres y la igualdad en el empleo, en su acceso y permanencia, en 

su formación y promoción. 
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Para construir una sociedad libre de violencia de género mediante un gran 

Pacto Social, Institucional y Político. 

Para suprimir la prisión permanente revisable y derogar el artículo 315.3 del 

Código Penal en lo que se refiere al ejercicio del derecho de huelga. 

Para aprobar la Ley Orgánica de Libertad Religiosa y de Conciencia. 

Para reformar el sistema electoral, desbloqueando las listas, eliminado el voto 

rogado e incrementar su proporcionalidad. 

Para facilitar la iniciativa legislativa popular y aprobar una ley de participación 

ciudadana. 

Para aprobar el mayor paquete de medidas presentado nunca a favor de la 

regeneración democrática y la lucha contra la corrupción. 

Hoy ofrecemos a las demás fuerzas progresistas y de izquierdas un conjunto 

de propuestas programáticas que hagan posible la investidura de un Presidente 

del Gobierno progresista y de izquierdas. Consideramos que muchas de las 

propuestas pueden ser compartidas por todas estas formaciones políticas. Y 

también ofrecen respuesta a las preocupaciones que han venido planteando 

cada una de ellas en las conversaciones mantenidas, así como en sus 

documentos, iniciativas y programas. 

Todo ello es posible. Porque estas medidas son compatibles con los Acuerdos 

firmados por el PSOE. Porque, precisamente gracias a estos Acuerdos, hay 

posibilidad de construir una amplia mayoría parlamentaria para hacerlo posible. 

Pero nada de esto será posible si el 5 de marzo no hay un Gobierno socialista. 

Y no podemos decirles a los ciudadanos y ciudadanas de este país que nada 

de esto va a hacerse y que va a continuar, aun en funciones, el Gobierno del 

Partido Popular y de Mariano Rajoy. 

La ciudadanía, mediante su voto, apostó por un Gobierno reformista y de 

progreso en las últimas elecciones. No podemos decirles que no. 
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I. AGENDA DE EMERGENCIA SOCIAL 

 

1. INGRESO MÍNIMO VITAL 

• Creación de un Ingreso Mínimo Vital como prestación no contributiva de la 

Seguridad Social para familias que carecen de todo ingreso económico. 

• Incremento de la cuantía de la prestación por hijo a cargo y extensión de su 

duración con objeto de combatir de forma eficaz la pobreza infantil.  

 

2. SOLUCIÓN INMEDIATA A LOS PROBLEMAS DE CARENCIA MATERIAL 

SEVERA 

• Dotación de recursos suficientes al Plan Integral de Inclusión Social.  

• Elaboración de una estrategia para la inclusión de personas sin hogar, con 

atención específica a los jóvenes extutelados. 

• Aprobación de una Ley de protección de los consumidores vulnerables 

contra la pobreza energética. Se trata de paliar los efectos más graves de 

la crisis especialmente en aquellas familias que carecen de cualquier tipo 

de ingreso, centrándose en las que haya menores y personas con 

discapacidad. 

• Garantizar el suministro de agua, de forma que ningún hogar pueda ser 

privado del suministro básico para cubrir los usos vitales de una familia.  

• Reconocimiento del derecho de las personas que hayan perdido su 

vivienda como consecuencia de una situación de insolvencia sobrevenida 

en un procedimiento de desahucio a que se les facilite una vivienda en 

régimen de alquiler social a un precio acorde a sus circunstancias 

económicas y familiares y, en su caso, a un plan de rescate personal sobre 

la deuda pendiente que mantengan, que no debe superar el 30% de sus 

ingresos. Es urgente tomar todas las medidas posibles para evitar que se 

produzcan desahucios en nuestro país. 

• Reforma de la Ley de Segunda Oportunidad para eliminar el periodo de 5 

años en el que las deudas exoneradas puedan volver a ser reclamadas y 

proteger a los colectivos especialmente vulnerables frente a las 
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ejecuciones hipotecarias en caso de insolvencia sobrevenida no dolosa, 

permitiendo a los jueces paralizar los desahucios en estos casos y en caso 

de que no sea posible, acordar la aplicación de la dación en pago, 

valorando la vivienda en el precio establecido para la concesión del 

préstamo. 

• Reforma de la Ley Hipotecaria para la eliminación automática de las 

cláusulas declaradas abusivas por el Tribunal de Justicia de la Unión 

Europea y la jurisprudencia del Tribunal Supremo por parte de las 

entidades financieras y sin previa exigencia del titular de una hipoteca. 

• Reforma de la Ley de Enjuiciamiento Civil para declarar inembargable la 

renta activa de inclusión, las prestaciones de Servicios Sociales, las 

prestaciones del Sistema para la Autonomía y Atención a las Personas en 

Situación de Dependencia, las del Plan Prepara, la renta agraria y el 

subsidio para trabajadores eventuales del Régimen Especial Agrario, los 

subsidios por desempleo, las ayudas y becas al estudio, y otras análogas a 

éstas. 

• Puesta en marcha urgente de un Programa de Alquiler Social mediante un 

acuerdo con la SAREB y otras entidades financieras propietarias de 

viviendas vacías.  

 

3. SUBIDA DEL SALARIO MÍNIMO INTERPROFESIONAL 

• El nuevo Gobierno aprobará en 2016 una subida del SMI de al menos el 

1% con el fin de ir recuperando su pérdida de poder adquisitivo. 

 

4. MEDIDAS URGENTES A FAVOR DE LOS AUTÓNOMOS 

• El nuevo gobierno constituirá de forma inmediata un Grupo de Trabajo de 

expertos que, en el marco de la Comisión Parlamentaria del Pacto de 

Toledo, presentará una propuesta de reforma con el objetivo, entre otros, 

de establecer un nuevo sistema de cotización en función de los ingresos 

reales del autónomo. 
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• Hasta que entre en vigor esta reforma del Régimen especial de 

trabajadores autónomos, se introducirá una cotización reducida de 45 

euros, que se aplicará a todos los autónomos cuyos ingresos reales no 

superen el SMI. 

 

5. MERCADO LABORAL 

• Recuperar con carácter urgente la fortaleza de la negociación colectiva, 

garantizar los derechos de los trabajadores y promover la contratación 

estable combatiendo de manera eficaz la precariedad en el empleo.  

• Aprobar un nuevo Estatuto de los Trabajadores que modernice el marco de 

relaciones laborales y recupere su naturaleza de carta de garantía de los 

derechos laborales, tras un proceso de diálogo abierto y de negociación 

entre los interlocutores sociales. 

• Aumentar de forma sostenida durante la próxima legislatura los 

presupuestos para políticas activas de empleo.  

• Adoptar de manera inmediata un Plan de choque por el empleo y la 

inserción laboral con el objetivo de acelerar la creación de empleo e 

incorporar al mercado de trabajo a los grupos más afectados por el 

desempleo: jóvenes, mujeres y parados de larga duración. 

 

6. RECONSTRUIR Y MODERNIZAR EL ESTADO DE BIENESTAR 

• Restablecer la universalidad de la cobertura del Sistema Nacional de 

Salud. 

• Garantizar que el copago farmacéutico no sea una barrera de acceso, 

eliminando los que puedan suponer el no seguimiento o la interrupción de 

tratamientos, en especial para los personas de rentas más bajas. 

• Recuperar los principios inspiradores de la Ley de la Dependencia, sus 

objetivos e implantación. Derogar el incremento de copago y las 

incompatibilidades introducidas en la pasada legislatura. 
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• Derogar la Ley de racionalización y sostenibilidad de la Administración 

Local para asegurar la autonomía local y la prestación de servicios por las 

Entidades Locales y garantizar un sistema de financiación estable. 

 

7. IGUALDAD 

• Estudiar, en el seno del Pacto de Toledo, la cuantía de las pensiones de 

viudedad, en especial las más bajas. Incrementar las Pensiones no 

contributivas en aras a su confluencia progresiva con el SMI. 

• Igualdad Salarial: Se establecerán los mecanismos legales oportunos 

destinados a hacer efectivo el principio de igualdad salarial entre mujeres y 

hombres y, por tanto, la igualdad en el empleo, en su acceso y 

permanencia, en la formación y en la promoción interna en las empresas. 

Ello conllevará a su vez la elevación de la cuantía de las pensiones futuras. 

• Equiparar progresivamente los permisos de paternidad y maternidad. 

• Implantar fórmulas que faciliten la conciliación laboral y familiar y la 

corresponsabilidad como la acogida temprana en los centros escolares, la 

apertura de los comedores escolares en días no lectivos, etc… 

 

8. TRANSICION ENERGETICA,  CAMBIO CLIMATICO Y MEDIO AMBIENTE. 

• Aprobar una Ley de Cambio Climático y Transición Energética que 

establezca objetivos de reducción de emisiones y su actualización,  

• Establecer una moratoria durante esta legislatura para las prospecciones 

con fractura hidráulica (fracking) y restringir las autorizaciones de nuevas 

exploraciones de gas e hidrocarburos. 

• Cierre progresivo de las centrales nucleares al cumplir los 40 años de vida 

útil. 

• Reformar el Real Decreto 900/2015, que regula el denominado "impuesto al 

sol", y aprobar en su lugar un marco regulatorio estable para el 

autoconsumo eléctrico y la generación a pequeña escala, en la modalidad 

de balance neto. 
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• Acometer una reforma del mercado eléctrico, incluida una auditoria sobre 

los costes regulados integrados en la tarifa eléctrica, así como del mercado 

gasístico. 

• Creación de un fondo verde para la transición energética, alimentado con 

parte de la nueva fiscalidad medioambiental, dedicado a impulsar la 

eficiencia, la movilidad sostenible y el apoyo a una transición justa. 

• Recuperar la prohibición absoluta de cambio de uso de suelo en zonas 

forestales incendiadas. 

• Recuperación y desarrollo de la Ley de Patrimonio Natural y Protección de 

la Biodiversidad de 2007. 

• Recuperar la protección del dominio público marítimo terrestre de la Ley de 

Costas de 1987. 

 

II. EDUCACIÓN, CULTURA E IGUALDAD DE OPORTUNIDADES 

• Constituir una Mesa para alcanzar un Pacto Social y Político por la 

Educación que, en el plazo de seis meses, permita la elaboración de una 

nueva ley con la máxima participación y consenso, y paralizar con carácter 

inmediato el calendario de implantación de la LOMCE. 

• Configurar la beca como derecho subjetivo que garantice su 

reconocimiento efectivo a todo el que reúna las condiciones establecidas 

para obtenerla, de modo que el crédito correspondiente en los PGE tenga 

la condición de ampliable. 

• Universalizar de manera progresiva la oferta pública de Escuelas Infantiles 

en la primera etapa de 0 a 3 años con el objetivo de lograr plazas 

accesibles, asequibles y suficientes para cubrir toda la demanda. 

• Modificación de las condiciones de acceso a la función pública que haga 

posible un sistema tipo MIR para la contratación de docentes. 

• Promover, en el marco del proceso de elaboración de la nueva Ley de 

Educación, la prohibición de la segregación por sexos en los centros 

educativos sostenidos con fondos públicos. 

• Fortalecer la cooperación entre las CCAA dotando a la Conferencia 

Sectorial de Educación de una mayor capacidad operativa y haciendo de 



//13 
 

los Programas de Cooperación Territorial instrumentos de política 

educativa. 

• Difusión de lenguas cooficiales a través del Instituto Cervantes, en 

cooperación, en el caso de que existan, con los organismos dependientes 

de las CCAA, incrementando significativamente la oferta de cursos en 

lenguas cooficiales. 

• Garantizar a las partes en un procedimiento judicial el uso de cualquiera de 

las lenguas oficiales vigentes en la Comunidad Autónoma. 

• Aprobar una Ley que defienda y promueva en toda España todas las 

lenguas como patrimonio cultural que nos identifica. 

 

III. REFORMAS DEL SISTEMA DEMOCRÁTICO 

 

1. PACTO SOCIAL, INSTITUCIONAL Y POLÍTICO CONTRA LA VIOLENCIA 

DE GÉNERO 

Con el objetivo de construir una sociedad libre de violencia de género 

impulsaremos un gran pacto para al menos:  

• Incrementar las partidas presupuestarias destinadas a la prevención y a la 

asistencia social de las víctimas. 

• Garantizar la educación afectivo-sexual y de prevención de la violencia de 

género en todas las etapas del proceso educativo.  

• Asegurar, en los Juzgados Especializados en Violencia de Género, el 

Acompañamiento Judicial Personalizado. 

• Establecer protocolos de intervención específicos para la atención integral 

a las mujeres que han retirado la denuncia por violencia de género, así 

como en los casos que no exista denuncia y se haya detectado riesgo por 

los servicios públicos. 

• Poner en marcha un Plan integral para prevenir, proteger y reparar el daño 

a menores víctimas de violencia de género. 

• Adoptar iniciativas destinadas a prevenir y erradicar toda forma de violencia 

familiar. 
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2. LUCHA CONTRA LA CORRUPCIÓN 

Medidas de prevención:  

• Introducir nuevas exigencias en el régimen de incompatibilidades y 

conflictos de intereses. 

• Revisar los deberes y obligaciones de los funcionarios y cargos públicos 

endureciendo las incompatibilidades, exigiendo a los miembros del 

Gobierno y Altos cargos de la Administración del Estado la presentación, 

en el momento del nombramiento y del cese, de una certificación de 

Hacienda sobre su situación patrimonial y sobre el estar al corriente de sus 

obligaciones fiscales y con la seguridad social;  

• Revisar las normas de Contratación pública, sancionando el 

fraccionamiento de contratos y estableciendo el carácter público de las 

sesiones de las Mesas de Contratación en licitaciones superiores a 

300.000 euros.  

• Revisar la regulación del secreto fiscal a fin de posibilitar la publicidad de 

las infracciones tributarias de cuantía superior a 30.000 euros y la identidad 

de sus autores. 

• Establecer la nulidad de las subvenciones, bonificaciones, ayudas y 

contratos con las Administraciones Públicas y la obligatoria restitución e 

indemnización por daños y perjuicios cuando los mismos se hayan 

obtenido o cuyo mantenimiento haya sido logrado por conductas de 

sobornos o vinculadas a cualquier otro tipo de modalidades de corrupción. 

• Regular el acceso al ejercicio de representación de intereses e influencia 

en la política (Lobby), para evitar la influencia indebida y los riesgos de 

corrupción que derivan del tráfico de influencias.  

Medidas de represión: 

• Revisar los actuales delitos contra la Administración Pública (prevaricación, 

infidelidad en la custodia de documentos y violación de secretos, cohecho, 

tráfico de influencias, malversación, fraudes y exacciones ilegales, 

negociaciones y actividades prohibidas). 
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• Tipificar el delito de enriquecimiento injusto (o ilícito) que castigue el 

incremento patrimonial de autoridades y funcionarios públicos, producido 

durante el período de su mandato, cuando no puedan justificar la causa de 

este incremento. 

• Revisar el delito de financiación ilegal de partidos políticos rebajando 

significativamente la cuantía mínima que da lugar a los supuestos con 

penas de prisión y tipificar la manipulación de cuentas anuales de los 

partidos políticos. 

• Regular la protección de quien denuncia prácticas corruptas e ilegales tanto 

en la Administración Pública como en el sector privado, a fin de proteger a 

la ciudadanía que denuncie este tipo de delitos de cualquier clase de 

represalias. 

• Con carácter inmediato derogar la reforma de la Ley de Enjuiciamiento 

Criminal en lo referido a la limitación de los plazos de instrucción para 

impedir el sobreseimiento y la consecuente impunidad de los corruptos. 

• Limitar y condicionar las sentencias de conformidad a la existencia de una 

cooperación activa y aportación de pruebas determinantes para el 

esclarecimiento del caso o descubrimiento de otros, así como el obligado 

pago de la responsabilidad civil derivada del delito. 

• Prohibir la concesión de indulto en cualquier delito vinculado a supuestos 

de corrupción y violencia de género. Incorporar la necesidad de su 

motivación y acentuar la información a las Cortes Generales sobre los 

indultos concedidos. 

• Revisar las normas reguladoras del comiso para asegurar que la persona 

condenada por un caso de corrupción responda con bienes patrimoniales 

presentes y futuros.  
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IV. PROPUESTAS ESPECÍFICAMENTE COMPARTIDAS 

 

1. IMPULSO A LA INDUSTRIA MANUFACTURERA Y A LA INNOVACIÓN 

• Desarrollo de planes sectoriales de diagnóstico de necesidades de 

innovación. 

• Creación de clústers sectoriales o territoriales en torno a universidades, 

centros tecnológicos o empresas de tamaño mediano-grande para llevar a 

cabo el desarrollo tecnológico y la aplicación productiva de dichos planes 

sectoriales.  

• Creación y funcionamiento de unidades de servicios avanzados en materia 

de innovación en régimen de cooperación entre empresas para superar 

limitaciones de escala.  

• Desarrollo de estrategias conjuntas de empresas para la apertura de 

nuevos mercados y el reforzamiento de la presencia en los actuales, en 

colaboración con las Cámaras de  Comercio y Oficinas Comerciales, 

Turísticas y Culturales del Gobierno de España en el exterior así como con 

ferias internacionales de referencia en cada sector. 

• Incorporación activa a la Agencia Estatal de Innovación y participación de 

los sectores valencianos en los Centros de Excelencia e Innovación 

Industrial. 

• Introducción de diferentes indicadores, junto con PIB, de la medición de la 

calidad de vida y el progreso social y ambiental. 

• Apoyo a un nuevo modelo sostenible de desarrollo con el impulso a la 

economía digital y el apoyo a las redes de alta conectividad para favorecer 

programas de telemedicina, educación on-line, industrias creativas, 

ciudades inteligentes y nuevas formas colaborativas de servicios. 

• Realización de una auditoría sobre los costes integrados en la tarifa 

eléctrica, que identifique las deudas pendientes y permita determinar la 

magnitud real del déficit tarifario, como condición indispensable para 

acometer la reforma del sector eléctrico. 
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• Reimpulsar las energías renovables para recuperar el liderazgo tecnológico 

que llegamos a tener y también mantener el equilibrio de nuestra balanza 

por cuenta corriente. 

• Reorientar el sector de la construcción hacia actividades de rehabilitación, 

mejora de la eficiencia energética en los edificios, y construcciones y 

adaptación a las nuevas necesidades sociales, favoreciendo el 

saneamiento urbanístico y energético de los edificios existentes. 

• Clausura de la central nuclear de Cofrentes al término de su vida útil. 

 

2. DESARROLLO RURAL, AGRICULTURA Y PESCA 

• Desarrollo del medio rural con una política rural de base territorial y 

perspectiva global, apoyada en modelos con alta participación social, que 

garantice la utilización racional de los recursos naturales, la integración de 

todas las políticas sectoriales en un marco común estable y viable, y la 

creación de actividad económica estable y sostenible.  

• Impulso de un programa específico para el apoyo a los emprendedores que 

desarrollen actividad y creen empleo en el medio rural, especialmente en 

las zonas en peligro de despoblamiento.  

• Potenciar las actividades de las mujeres rurales, en particular aquellas 

relacionadas con su incorporación a la actividad emprendedora. 

• En el marco de la normativa de la UE revisión de la Política Agraria Común 

(PAC), realizando una apuesta clara por la agricultura profesional y por el 

empleo, la agricultura familiar y la diversificación en el medio rural. 

• Protagonismo de la agricultura valenciana en las negociaciones de la PAC, 

apoyo a la producción, industrialización de transformación y 

comercialización de productos agrícolas, apícolas y ganaderos. 

Participación de representantes valencianos en las negociaciones 

europeas sobre la PAC en el marco del sistema de participación de las 

CCAA en la delegación española en el Consejo de Ministros Europeo 

correspondiente. 

• Plan Estratégico para la Industria Agroalimentaria, incrementando la 

presencia de marcas españolas en los mercados exteriores mediante una 
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acción coordinada de las Administraciones Públicas con el sector que 

permita la apertura de nuevos mercados y la consolidación de los actuales.  

• Apoyo a la flota artesanal más frágil y con mayor impacto social. 

• Abordar el problema de los peligros de desertización en la zona sur y el 

conjunto de los problemas hídricos en todo el territorio, con la recuperación 

de la inversión en modernización de regadíos, infraestructuras hídricas, 

aplicación de la Directiva Marco del Agua para caudales ambientales, 

revisión de los Planes Hidrológicos de Xúquer y del Segura, uso de las 

desalinizadoras y recuperación de caudales por depuración y reutilización. 

Aprobar un Plan de Infraestructuras hidrológicas para la Legislatura. 

 

3. TURISMO 

• Promover el desarrollo de productos de mayor valor añadido y desarrollar 

un Plan de desestacionalización y cualificación del sector turístico, 

poniendo énfasis en el patrimonio cultural y natural, potenciando así atraer 

nuevos segmentos de demanda, de mayor poder adquisitivo y gasto. 

• Impulsar el Plan Turismo Litoral S. XXI, promoviendo la creación de las 

condiciones necesarias para su impulso e implementación.  

• Acordar un convenio entre la AGE y la Comunitat Valenciana para mejorar 

la gestión de la costa. 

• Impulsar una política de rehabilitación y valorización integral del litoral que 

reoriente el modelo de crecimiento poniendo el foco en la rehabilitación de 

la oferta existente y eliminación de la oferta que no cumple las exigencias 

mínimas legales. 

• Impulsar una política de potenciación del turismo rural y puesta en valor del 

agroturismo para frenar la despoblación de las localidades del interior. 

• Apoyo a la declaración de las Fallas como Patrimonio Inmaterial de la 

Humanidad de la UNESCO. 

• Declaración de Benidorm como ciudad turística. 
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4. JUVENTUD 

• Revisar, desarrollar y, en su caso, ampliar el Plan de Garantía Juvenil 

como auténtico Plan de Empleo Juvenil e instrumento fundamental de 

activación para la juventud desempleada. Se diseñarán actuaciones para 

aquellos que carezcan de experiencia a través de programas de primera 

experiencia profesional. 

• Aplicar, respecto del Plan de Garantía Juvenil, nuevos criterios que faciliten 

la inscripción y la inclusión de los jóvenes. 

• Prever medidas específicamente dirigidas a los jóvenes para facilitar su 

acceso a la vivienda en régimen de alquiler, compra o alquiler con opción a 

compra. 

• Poner en marcha un Plan Estratégico de Retorno para jóvenes emigrantes, 

que incluya incentivos laborales, fiscales y de vivienda que lo posibiliten. 

• Desarrollo normativo del artículo 48 de la Constitución para posibilitar la 

participación juvenil en los distintos niveles políticos y asociativos y, 

consiguiente potenciación de los Consejos de Juventud –de lo local a lo 

estatal- como instrumentos de coordinación. 

 

5. DIVERSIDAD FUNCIONAL 

• Recuperar líneas de ayuda en políticas activas dirigidas a la discapacidad, 

orientadas a favor de las mujeres con discapacidad y a aquellos casos con 

más baja empleabilidad.  

• Desarrollo completo de la Ley de la Dependencia. Recuperar los principios 

inspiradores y los objetivos de implantación. Derogar el incremento del 

copago y las incompatibilidades introducidas en la pasada legislatura. 

• Promover nueva normativa y una Estrategia de Inclusión Laboral 2015-

2020 en favor de las personas con discapacidad. 

• Potenciación de los Centros Especiales de Empleo. 

• Cumplimiento de la cuota de reserva de empleo, reforzando las 

actuaciones de la Inspección del Trabajo en la vigilancia de su 

cumplimiento. 
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• Establecer medidas específicas de apoyo al empleo de personas con 

discapacidad en los pliegos de contratación de bienes y/o servicios de las 

administraciones públicas.   

• Modificación de la Ley General de Subvenciones para establecer la 

prohibición legal de conceder ayudas públicas a empresas y entidades que 

estando en su obligación no acrediten el cumplimiento de la reserva de 

empleo a favor de personas con diversidad funcional.  

 

6. MEDIOS DE COMUNICACIÓN 

• Puesta en funcionamiento del Consejo Estatal de Medios Audiovisuales 

para garantizar la supervisión, la transparencia y el pluralismo en el 

convergente sector audiovisual y el de las telecomunicaciones, así como el 

cumplimiento de la misión y las obligaciones legales atribuidas a los 

prestadores del servicio público de comunicación audiovisual. 

• Garantizar la imparcialidad, pluralismo, calidad y sostenibilidad financiera 

de los medios de comunicación públicos, tanto de titularidad pública como 

privada, mediante la introducción de un sistema de elección que garantice 

la independencia, la profesionalidad y la objetividad del Consejo Estatal de 

Medios Audiovisuales.  

• Participación de la Generalitat Valenciana en la gestión del centro territorial 

de RTVE.  

• Aprobación, buscando las condiciones técnicas para ello, de la concesión 

de un segundo Multiplex para potenciar la lengua propia de la Comunitat 

Valenciana y para la recepción de los canales de las Comunidades 

Autónomas limítrofes. 

 

7. TRATADO DE ASOCIACIÓN TRANSATLÁNTICA PARA EL COMERCIO Y 

LA INVERSIÓN 

• Velar para que en la negociación de los tratados comerciales, y en 

particular en el TTIP, se garanticen los derechos sociales, 

medioambientales, sanitarios, de seguridad alimentaria y la protección de 
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datos personales alcanzados en la UE, dando la debida transparencia a las 

negociaciones y a los acuerdos alcanzados en las mismas. 

• Compromiso expreso de amplia información sobre la entrada de España en 

cualquier nuevo Tratado Internacional de ámbito comercial como el TTIP o 

similares, a los que pudiera llegar como con Asia Oriental u otras regiones 

del mundo. 

• Hacer cumplir estrictamente la Ley de Comercio de Armas, denegando 

toda autorización cuando exista riesgo de que puedan ser usadas de 

manera contraria a la dignidad humana y a los objetivos de paz entre los 

pueblos. 

 

8. DISMINUCIÓN DE LA CONFLICTIVIDAD ENTRE EL ESTADO Y LAS CCAA 

• Activación de la Comisión Mixta de Transferencias Generalitat-Estado para 

poner en marcha el proceso de transferencias contempladas en el Estatuto 

de 2006. 

• Como ya se hizo en 2004, cuando el PSOE llegó al Gobierno, se revisarán 

los recursos planteados ante el Tribunal Constitucional contra normas de 

las CCAA y se potenciarán los mecanismos de diálogo institucional con el 

objetivo de reducir la conflictividad existente y futura. 

• Cierre definitivo del proyecto Castor y prohibición de las prospecciones de 

fracking y petrolíferas en el territorio valenciano sin la autorización expresa 

de la Generalitat Valenciana. 

 

9. FINANCIACIÓN AUTONÓMICA E INVERSIÓN ESTATAL 

• Abordar una reforma del sistema de financiación autonómica que asegure 

un trato equitativo y justo a todos los españoles y españolas, residan donde 

residan, de manera que todos y todas tengan las mismas oportunidades de 

acceder a los mismos niveles de servicios públicos fundamentales. De igual 

manera, todas las CCAA deben disponer de las mismas opciones para 

desplegar las políticas públicas de acuerdo con las competencias que les 

otorguen sus respectivos estatutos de autonomía.  
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• La Comunitat Valenciana, en mayor medida incluso que otras CCAA, ha 

visto incrementada su deuda con el Estado central durante estos años a 

través del FLA. Ello ha sido consecuencia, en gran parte, de la 

infrafinanciación que viene arrastrando desde las últimas leyes de 

financiación. Por ello, y en el marco del proceso de negociación del nuevo 

modelo de financiación el nuevo Gobierno tendrá en cuenta esta situación 

comprometiéndose a pactar una solución satisfactoria. 

• Tratamiento específico de las obras de la puesta en marcha del Eje 

Mediterráneo desde Almería hasta la frontera francesa, con periodificación 

de tramos y fecha de finalización. Licitación de los tramos clave del 

corredor a lo largo de la próxima legislatura. 

• Ejecución de inversiones singularizadas como el proyecto AVANT en 

Alicante así como el túnel pasante del Parque Central en Valencia. 

Licitación de los mismos en el primer tramo de la legislatura. 

• Estudio y aprobación, en su caso, de contratos-programa para el transporte 

metropolitano en las áreas de Valencia, Alicante-Elx y Castellón y 

actuaciones pendientes respecto a los enlaces ferroviarios e intermodales 

en estas zonas. 

• Unificación tarifaria a finales de 2017 del transporte de titularidad estatal 

autonómica y municipal siguiendo el modelo implantando en Madrid y en 

Barcelona.  

• Estudio, y aprobación en su caso, de las transferencias de las 

competencias de trenes de cercanías y media distancia con una dotación 

presupuestaria suficiente. 

 


